
 

**********1 

VS. 

SUBRECAUDADOR DE 

RENTAS ADSCRITO A LA 

ZONA COMERCIAL 03 DE LA 

COMISIÓN ESTATAL DE 

SERVICIOS PÚBLICOS DE 

MEXICALI Y OTRA 

AUTORIDAD. 

EXPEDIENTE 193/2023 J.P.  

 

SENTENCIA DEFINITIVA 

 

Mexicali, Baja California, a dieciocho de agosto de 

dos mil veinticinco. 

 

SENTENCIA DEFINITIVA  que declara la nul idad del 

requerimiento de pago por consumo de agua **********2, 

que el Subrecaudador de Rentas del Estado adscrito a la 

Zona Comercial 03 de la Comisión Estatal de Servicios 

Públicos de Mexicali emitió el veintinueve de mayo de dos 

mil veintitrés.  

 

GLOSARIO  

 

Ley del  Tr ibunal :  Ley del Tr ibunal Estatal  de Just icia 

Administ rat iva de Baja Cal i fornia.  

 

Tr ibunal :  Tr ibunal Estatal  de Just icia 

Administ rat iva de Baja Cal i fornia.  

 

Juzgado:  Juzgado Pr imero del  Tr ibunal .  

  

CESPM: Comisión Estatal  de Servicios 

Públ icos de Mexical i .  

 

Subrecaudador:  Subrecaudador de Rentas adscr i to 

a la Zona Comercial  03 de la 

CESPM .  

 

Requerimiento:  Requer imiento de pago por 

consumo de agua **********2 , que 

emit ió el  Subrecaudador  el  

veint inueve de mayo de dos mi l  

veint i t rés.  

 

Código Fiscal :  Código Fi scal  para el  Estado de 

Baja Cal i fornia.  

 

Código Adjetivo:  Código de Procedimientos Civi les 

para el  Estado de Baja Cal i fornia.  

 

R E S U L T A N D O:  

 

I.  Demanda.  Mediante escrito presentado el veintiséis 

de junio de dos mil veintitrés , la parte actora promovió 

juicio contencioso administrativo contra el requerimiento .  

 

II.  Auto inicial.  La demanda se admitió el siete de 

agosto de dos mil veintitrés  –previa prevención–, y se tuvo 
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como acto impugnado el señalado en el párrafo anterior; 

además, se emplazó como autoridad demandada al 

Subrecaudador , y como titular de la dependencia al 

Director General de la CESPM .  

 

III.  Trámite. Posteriormente se continuó con la 

tramitación del juicio en los términos que al respecto 

establece la Ley del Tribunal ,  y por acuerdo de treinta y uno 

de octubre de dos mil veintitrés , se ordenó dar vista a las 

partes con los autos para que formularan sus alegatos por 

escrito dentro del término de cinco días, acuerdo que se les 

notif icó el nueve de noviembre de dos mil veintitrés , día de 

su publicación en el Boletín Jurisdiccional.  

 

IV.  Cierre de instrucción.  Una vez vencido el plazo de 

cinco días para formular alegatos, sin que las autoridades 

los hubieren formulado, el veintitrés de noviembre de dos 

mil veintitrés quedó cerrada la instrucción del juicio, 

entendiéndose citado para sentencia.  

 

C O N S I D E R A N D O:  

 

PRIMERO. Competencia. 

 

Este Juzgado es competente para conocer y resolver 

la presente controversia, en razón de la naturaleza jur ídica 

del acto impugnado, de la autoridad emisora y por la 

ubicación del domicil io de la parte actora, el cual se 

encuentra en la circunscripción terr itorial de este Juzgado . 

Lo anterior, con fundamento en los artículos 1 párrafo 

segundo, 4 fracción IV, 25, 26, fracción I I  y último párrafo, 

todos de la Ley del Tribunal .  

 

SEGUNDO. Oportunidad. 

 

El artículo 62 de la Ley del Tribunal  establece que la 

demanda debe presentarse dentro de los quince días 

siguientes a aquel en que haya surtido efectos la 

notif icación del acto impugnado conforme a la ley del 

acto, o al día en que se haya tenido conocimiento del 

mismo.  

 

Del análisis de la demanda y anexos, se advierte que 

la parte actora señaló que tuvo conocimiento del 

requerimiento  el veintiuno de junio de dos mil veintitrés , en 

virtud de que un vecino se lo entregó ese día.  

 

Por su parte, el Subrecaudador  refir ió que no negaba 

ni afirmaba ese hecho, pues afirmó que el requerimiento  fue 

recibido el siete de junio de dos mil  veintitrés  por una 
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persona quien di jo ser encargada del estacionamiento en el 

que se l levó a cabo la dil igencia.  

 

En principio, pareciera que la fecha en que **********1 

tuvo legal conocimiento del requerimiento es un hecho 

controvert ido en el presente juicio, circunstancia que 

podría ser relevante para determinar si la demanda se 

presentó dentro del plazo legal.  

 

Sin embargo, en el caso es i rrelevante determinar s i la 

parte actora tuvo legal conocimiento del requerimiento  el 

veintiuno de junio de dos mil veintitrés , o bien el siete de 

junio de ese mismo año, pues de cualquier modo la 

demanda se presentó oportunamente.  

 

Lo anterior, tomando en cuenta que de considerar que 

**********1 tuvo legal conocimiento del acto impugnado el 

siete de junio de dos mil veintitrés , dicha notificación surtir ía 

efectos el día ocho de junio de ese mismo año, en términos 

del art ículo 72, fracción I, del Código Fiscal –ordenamiento 

legal que rige el acto–.  

 

De ese modo, el plazo de quince días para presentar 

la demanda iniciaría entonces el nueve de junio de dos mil  

veintitrés, y f inalizaría el veintinueve de junio de ese mismo 

año, siendo que en el caso, **********1 presentó su 

demanda el veintiséis de junio de dos mil veintitrés .  

 

Así, es evidente que **********1 presentó su demanda 

oportunamente, con independencia de si tuvo 

conocimiento del requerimiento  el siete o el veintiuno de 

junio de dos mil veintitrés.  

 

TERCERO. Análisis de las causales de improcedencia.  

 

El art ículo 54 de la Ley del Tribunal  establece las 

causas de improcedencia del juicio, previendo en su último 

párrafo que la procedencia del juicio será examinada aun 

de oficio, por lo que a continuación se analizan las causales 

de improcedencia y sobreseimiento invocadas por las 

partes.  

 

En primer término se analizarán las causales de 

improcedencia que planteó el Director General de la 

CESPM , y posteriormente se hará lo propio con las que 

planteó el Subrecaudador .  

 

El Director General de la CESPM  planteó la causal de 

improcedencia contenida en la fracción XI, del art ículo 54, 

de la Ley del Tribunal , en relación con el artículo 26, 

fracción I, de ese mismo ordenamiento legal, bajo la 
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premisa de que esa autoridad no le causó ningún perjuicio 

al demandante, porque el acto impugnado lo emitió el 

Subdirector , autoridad diversa a el la, y señaló que la l it is en 

el juicio contencioso administrativo se fi ja entre el 

demandante y las autoridades demandadas.  

 

La causal de improcedencia es fundada pero 

inoperante. Si bien el Director General de la CESPM  no 

emitió el requerimiento  impugnado,  lo cierto es que le asiste 

el carácter de parte en el presente juicio.  

 

El artículo 42, fracción I I I ,  de la Ley del Tr ibunal ,  

dispone que el t itular de la dependencia o entidad 

administrativa de la que dependa la autoridad demandada 

es parte en el juicio contencioso administrativo.  

 

Por su parte, el artículo 16, fracción I 1, de la Ley de las 

Comisiones Estatales de Servicios Públicos del Estado de 

Baja California, establece que el Director General es en 

quien recae la representación de esa dependencia, de la 

que precisamente depende el Subrecaudador , en términos 

del artículo 44, fracción VII I 2, del Reglamento Interno de la 

CESPM .  

 

Por tanto, no obstante que el Director General de la 

CESPM  no emitió el requerimiento  impugnado, lo cierto es 

que le corresponde el carácter de parte en el presente 

juicio contencioso administrativo en términos del artículo 42, 

fracción I I I ,  de la Ley del Tr ibunal , al ser el t itular de la 

CESPM , del cual depende el Subrecaudador, quien emitió el 

acto impugnado. 

 

El Subrecaudador  planteó la causal de improcedencia 

prevista en la fracción XI, del artículo 54, de la Ley del 

Tribunal , en relación con el artículo 26, fracción I, de ese 

mismo ordenamiento legal, bajo la premisa de que el 

requerimiento  no es un acto administrativo definitivo, pues 

en él no se le impuso sanción alguna al demandante, ni 

contiene consecuencia legal alguna en caso de su 

incumplimiento, por lo que no causa afectación a su esfera 

jur ídica. 
 

1 “ART ÍCULO 16. -  Son at r ibuciones  de l  Di rector  Genera l  de cada una de las 

Comis iones :  

 

I . -  Representar la  ante  autor idades y  part icu lares ;  

 

(…)”  

 
2 “ART ÍCULO 44. -  Cor responde a l  Departamento de Cont ro l  Comercia l  la s  s igu ientes 

at r ibuciones :  

 

(…)  

 

V I I I .  Superv i sa r  y  coord inar  las  acciones  de recaudación a t ravés  de los 

Subrecaudadores  adscr i tos  a  la  CESPM,  nombrados por  la  Secretar ía  de Hacienda 

de l  Es tado y  e je rcer  las  funcione que señalan la  Ley y  la  leg i s lación f i sca l  re fe rente 

a l  cobro de derechos  y  la  recuperación de l  rezago de los  mi smos;  

 

(…)”  
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La causal de improcedencia es infundada. El 

requerimiento  impugnado sí es un acto administrativo 

definit ivo. 

 

El artículo 111 del Código Fiscal , dispone que los 

créditos fiscales que no sean pagados o garantizados en el 

plazo correspondiente, serán exigidos mediante el 

procedimiento administrativo de ejecución.  

 

Por su parte, el art ículo 114 del Código Fiscal  refiere 

que en caso del artículo 11 de ese código, la autoridad 

requerirá el pago del adeudo, dejándole copia del 

requerimiento relativo, para que efectúe el pago dentro de 

los seis días s iguientes, apercibiendo al deudor que en caso 

de no hacerlo se iniciará el procedimiento administrativo de 

ejecución en su contra, para lo cual un ejecutor requerirá al 

deudor del pago, y de no hacerlo, se procederá al 

embargo de los bienes necesarios para garantizar el 

importe del crédito requerido.  

 

En el caso, el requerimiento  impugnado constituye un 

acto administrativo definitivo, dado que en él se le indicó al 

demandante que en caso de no pagar las cuotas señaladas 

en ese documento, se iniciaría en su contra el 

procedimiento administrativo de ejecución con el embargo 

de bienes.  

 

Aunado a lo anterior, la autoridad fundamentó el 

ejercicio de sus funciones en el art ículo 1, fracciones I, I I  y V 

del acuerdo delagatorio por el que se otorgan a los 

Subrecaudadores de Rentas adscritos a las Comisiones 

Estatales de Servicios Públicos del Estado, diversas 

facultades en materia fiscal,  publicado en el Periódico 

Oficial del Estado el veinte de noviembre de dos mil veinte, 

y apercibió al demandante con la imposición de una multa 

en caso de incumplimiento:  

 

“ARTÍCULO 1. -  Se delegan en los Subrecaudadores de Rentas 

Adscr itos a las Comis iones Estatales de Serv ic ios Públ icos del 

Estado, el  e jerc ic io de las s iguientes facul tades:  

 

I . -  Recaudar contr ibuciones y sus accesorios por concepto de 

derechos por Serv icios de Agua y demás serv ic ios que 

presten los c itados organismos descentral izados de 

conformidad con las d ispos ic iones v igentes, así  como las 

contr ibuciones y  sus accesor ios,  der ivados de otros 

conceptos,  cuya recaudación o cobro sea convenida con 

otra ent idad paraestatal  o por la propia Secretar ía de 

Hacienda.  

 

I l . -  E jercer  el  procedimiento administrat ivo de ejecución 

respecto de los créditos f i scales que no hayan s ido cubiertos 

en forma oportuna por los constantes de las contr ibuciones 

señaladas en el  punto anter ior.  

 

(…)  
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V.-  Des ignar a ejecutores,  not i f icadores, e inspectores f iscales 

de conformidad con la legis lación apl icable.  

 

(…)”  

 

Por último, en ese requerimiento  el Subrecaudador  

señaló que dicho documento podía ser impugnado 

mediante el recurso de revocación previsto en el Código 

Fiscal , o bien, mediante la promoción del juicio contencioso 

administrativo ante este Tribunal ,  lo que no habría sido 

posible jur ídicamente tratándose de un acto informativo.  

 

Tomando en cuenta que las partes no hicieron valer 

causales de improcedencia y sobreseimiento, ni este 

Juzgado advierte la actualización de ninguna de las 

previstas en la Ley del Tr ibunal , se procede al estudio de 

fondo del asunto. 

 

CUARTO. Antecedentes.  

 

El veintinueve de mayo de dos mil veintitrés, el 

Subrecaudador emitió el requerimiento ,  en el que expuso 

que **********1 no había cumplido con su obligación de 

pago de las cuotas por servicio de agua potable por 

concepto de rezago y otros cargos, por un importe que 

asciende a la cantidad de **********3. 

 

Por ese motivo, le requirió para que efectuara el pago 

de la total idad del crédito f iscal con sus accesorios legales, 

y le apercibió que de no hacerlo se le embargarían bienes 

suficientes para garantizar su importe.  

 

En contra del requerimiento , **********1 promovió juicio 

contencioso administrativo.  

 

QUINTO. Análisis de los motivos de inconformidad.  

 

La parte actora expresó tres motivos de inconformidad 

en su demanda, mismos que, en esencia, consisten en lo 

siguiente:  

 

1)  Insuficiente motivación del requerimiento , pues no 

se señalaron los cálculos hechos para obtener las 

cantidades del adeudo. 

 

2)  Negó que se le hubiere notificado resolución 

alguna mediante la cual se le haga de su 

conocimiento la motivación y fundamentación de 

la determinación del crédito fiscal que se le cobra 

en el requerimiento . 
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3)  Negó tener la obligación de pagar el servicio de 

agua potable que se le cobra en el requerimiento ,  

pues afirmó que ese servicio no se le ha prestado 

desde el año dos mil once, fecha en que la CESPM  

retiró el medidor de agua potable de su domicil io.  

 

Ahora bien, conforme al principio de mayor beneficio, 

el motivo de inconformidad que de ser fundado beneficiaría 

en mayor medida al demandante sería el señalado en el 

inciso 3) o bien en el inciso 2), pues el lo implicaría que los 

hechos por los cuales el Subrecaudador  emitió el 

requerimiento  no se realizaron, causando así una nulidad de 

fondo, en términos del artículo 108, fracción IV, de la Ley 

del Tribunal .  

 

No obstante lo anterior, en el caso, el Subrecaudador  

fue omiso en señalar en el requerimiento ,  las circunstancias 

que tomó en consideración para emitir ese acto, s ituación 

que impide a este Juzgador  analizar los motivos de 

inconformidad relacionados al fondo, dado que el 

Subrecaudador  no expuso los periodos a los que 

corresponden las cantidades adeudadas por concepto de 

rezago y otros cargos, de modo que únicamente se 

analizará el motivo de inconformidad señalado en el inciso 

1).  

 

El motivo de inconformidad señalado en el inciso 1)  es 

fundado. 

 

El artículo 16 de la Constitución Polít ica de los Estados 

Unidos Mexicanos impone a las autoridades la obligación 

de fundar y motivar sus determinaciones.  

 

Al respecto, existen diversos criterios de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación que definen con mayor 

claridad qué se entiende por fundamentación y motivación, 

como la tesis de jurisprudencia con número de registro 

238212, que explica que la fundamentación consiste en 

señalar los art ículos aplicables al caso, y la motivación 

implica exponer con precisión las circunstancias especiales, 

razones particulares o causas inmediatas que la autoridad 

haya tomado en consideración para emitir el acto:  

 

FUNDAMENTACION Y MOTIVACION.  

 

De acuerdo con el artículo 16 de la Constitución 

Federal, todo acto de autoridad debe estar 

adecuada y suficientemente fundado y motivado, 

entendiéndose por lo primero que ha de expresarse 

con precisión el precepto legal aplicable al caso y, 

por lo segundo, que también deben señalarse, con 

precisión, las circunstancias especiales, razones 
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particulares o causas inmediatas que se hayan 

tenido en consideración para la emisión del acto; 

siendo necesario, además, que exista adecuación 

entre los motivos aducidos y las normas aplicables, 

es decir, que en el caso concreto se configuren las 

hipótesis normativas.  
 

Además, este Juzgado comparte el criterio sostenido 

en la tesis de jur isprudencia I .4o.A. J/43  del Cuarto Tribunal 

Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, 

publicado con número de registro digital: 175082  en el 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  en el cual 

se explica que el objetivo de la obligación constitucional de 

motivación consiste en explicar, just if icar y posibil itar la 

defensa a los particulares, así como para comunicarles la 

decisión: 

 

FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. EL  ASPECTO FORMAL DE LA 

GARANTÍA Y SU FINALIDAD SE TRADUCEN EN EXPLICAR, 

JUSTIF ICAR, POSIBIL ITAR LA DEFENSA Y COMUNICAR LA 

DECISIÓN.  

 

E l  contenido formal  de la garantía de legal idad prevista en el  

art ículo 16 const i tucional relat iva a la fundamentación y 

motivación t iene como propósi to pr imordial  y rat io que el 

just iciable conozca el  "para qué" de la conducta de la 

autor idad, lo que se traduce en darle a conocer en detal le y 

de manera completa la esencia de todas las ci rcunstancias y 

condiciones que determinaron el  acto de voluntad, de 

manera que sea evidente y muy claro para el  afectado 

poder cuest ionar y  controvert i r  el  mérito de la dec is ión,  

permit iéndole una real y  auténtica defensa. Por  tanto, no 

basta que el  acto de autor idad apenas observe una 

motivación pro forma pero de una manera incongruente,  

insuf iciente o imprecisa, que impida la f inal idad del 

conocimiento, comprobación y defensa pert inente,  ni  es 

vál ido exigi r le una ampl itud o abundancia superf lua, pues es 

suf iciente la expresión de lo est r ictamente necesario para 

expl icar, just i f icar y  posibi l i tar la defensa, así  como para 

comunicar la decis ión a efecto de que se considere 

debidamente fundado y motivado, exponiendo los hechos 

relevantes para decidir ,  ci tando la norma habi l i tante y un 

argumento mín imo pero suf iciente para acreditar  el  

razonamiento del  que se deduzca la relación de pertenencia 

lógica de los hechos al  derecho invocado, que es la 

subsunción.  

 

En el caso, el Subrecaudador  señaló en el 

requerimiento  que la parte actora fue omisa en cumplir con 

su obligación de pago de las cuotas por servicio de agua 

potable, sin embargo, no señaló a qué periodos 

corresponden los rezagos y otros cargos, si  están 

relacionados a los recibos por consumo de agua potable 

que expide la CESPM  y en su caso cuáles son, o algún otro 

razonamiento que posibil itara al part icular su defensa.  

 

Por lo anteriormente expuesto, ante lo fundado del 

motivo de inconformidad identificado con el inciso 1), se 

actualiza la causal de nulidad prevista en el artículo 108, 

fracción I I , de la Ley del Tribunal .  
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Debe precisarse que, no obstante que la causa de 

nulidad detectada en el requerimiento  es por vicios 

formales, es improcedente condenar a la autoridad a que 

subsane los vicios precisados ya que, la emisión del 

requerimiento de pago es una facultad discrecional de la 

autoridad fiscal y, en ese sentido, este Tribunal  no puede 

obligarla a ejercer atribuciones que la ley reserva con ese 

carácter, aunque tampoco le impide a la autoridad hacerlo 

si lo est ima procedente.  

 

Apoya lo anterior la jurisprudencia 2a./J. 189/2004 de 

la Segunda Sala de la Suprema Corte de Just icia de la 

Nación, consultable en la página 386 del Semanario Judicial 

de la Federación y su Gaceta correspondiente al mes de 

diciembre de dos mil cuatro, tomo XX, de rubro y texto 

siguientes:  

 

CRÉDITOS FISCALES.  LA NULIDAD POR VICIOS FORMALES EN LA 

DIL IGENCIA DE REQUERIMIENTO DE PAGO, SÓLO PRODUCE LA 

INSUBSISTENCIA DE ÉSTA.  

 

La nul idad de la di l igencia de cobro de un crédi to f i scal  por 

vicios formales,  obl iga a la autor idad f i scal a dejar la 

insubsistente,  mas no a efectuar uno nuevo purgando 

aquél los,  aunque tampoco le impide que lo haga, ya que el  

art ículo 239, f racción IV, úl t imo párrafo,  del Código Fi scal de 

la Federación, no debe interpretarse en el  sentido de que en 

todos los casos comprendidos en las f racciones I I  y I I I  del  

art ículo 238 deben declararse nulos para efecto de que se 

reponga el  procedimiento o se emita una n ueva resolución 

subsanando los vicios contenidos, pues la regla prevista en 

aquel numeral admite excepciones, además de que el  

Tr ibunal Federal  de Just icia Fiscal y  Administrat iva no puede 

obl igar a la autor idad f i scal a ejerci tar  atr ibuciones que la 

ley le reserva como discrecionales.  

 

Por otra parte, los actos que, en su caso, la autoridad 

haya emitido con motivo del Requerimiento , no pueden 

subsistir jur ídicamente, en forma independiente al acto que 

les dio origen; por lo que deberán dejarse insubsistentes, en 

su caso. 

 

Es i lustrativa al respecto, la jur isprudencia VI.1o.A. J/24 

con número de registro 184672 del Primer Tr ibunal Colegiado 

en Materia Administrativa del Sexto Circuito, consultable en 

la página 1480 del Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta correspondiente al mes de marzo de dos mil tres, 

tomo XVII, de rubro y texto siguientes.  

 

CRÉDITO FISCAL,  DOCUMENTO DETERMINANTE DEL.  SU 

ANULACIÓN PARA EFECTOS LLEVA A LA NULIDAD LISA Y LLANA 

DE LOS RESTANTES ACTOS IMPUGNADOS DEL PROCEDIMIENTO 

ADMINISTRATIVO DE EJECUCIÓN.  

 

 S i  en juicio f i scal  se demanda la nul idad tanto del 

documento determinante del  crédito respectivo como del 

requerimiento de pago y acta de embargo, por carecer de 

sustento legal al  no haber s ido noti f icada la existencia del  
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crédito f i scal  en el los refer ido y  prospera la pretensión del  

actor  respecto de la mencionada fal ta de noti f icación, el lo 

l leva a decretar la nul idad para efectos del documento 

determinante del crédi to en cuest ión para que la autor idad 

proceda a noti f icar lo legalmente al  contr ibuyente actor con 

fundamento en los art ículos 238,  f racción I I I  y  239, f racción I I I ,  

del  Código Fiscal  de la Federación; s in  embargo, por lo que 

hace a los restantes actos impugnados integrantes del 

procedimiento administ rat ivo de ejecución,  la nul idad debe 

decretarse en forma l i sa y  l lana, de conformidad con los 

art ículos 238,  f racción IV y 239, f racción I I ,  del  código en 

cita, con independencia de los vicios de i legal idad hechos 

valer de manera autónoma en la demanda, en vi rtud de que 

los mismos carecen de soporte legal  al  haber quedado 

insubsistente la resolución que les dio or igen por no haber 

s ido noti f icada al  actor la exi stencia del crédi to f i scal ,  acto 

previo que ser ía el  único que les confer i r ía sustento a los 

mencionados actos  subsecuentes dentro del procedimiento 

administrat ivo de ejecución,  s in  que el lo impida a la 

autor idad demandada, una vez subsanado el  vicio formal  

antes destacado, emit i r  el  requerimiento o requerimientos 

correspondientes con apoyo entonces s í  en un crédito 

legalmente exigible.  
 

SEXTO. Condena. 

 

Conforme a lo expuesto, lo procedente es declarar la 

nulidad del requerimiento  y emit ir la condena 

correspondiente, con fundamento en el artículo 109, 

fracción IV, inciso a) de la Ley del Tr ibunal . Una vez 

precisado lo anterior,  resulta procedente precisar los actos 

que la autoridad debe hacer como consecuencia de la 

sentencia. 

 

Resulta procedente condenar al Subrecaudador a que 

realice los siguientes actos:  

 

1.- Emita una resolución en la que deje insubsistente el 

requerimiento  impugnado y deje sin efectos los actos que, 

en su caso, haya emitido con motivo de la resolución 

anulada. 

 

2.- Realizar la anotación correspondiente en que haga 

constar el resultado de la presente sentencia en los l ibros de 

control y sistemas de cómputo correspondientes.  

 

En mérito de todo lo anteriormente expuesto y 

fundado, es de resolverse y se…  

 

R E S U E L V E 

 

PRIMERO.  Se declara la nulidad del requerimiento de 

pago por consumo de agua **********2, que el 

Subrecaudador de Rentas del Estado adscrito a la Zona 

Comercial 03 de la Comisión Estatal de Servicios Públicos de 

Mexicali emitió el veintinueve de mayo de dos mil veintitrés.  
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SEGUNDO.  Se condena al Subrecaudador de Rentas 

del Estado adscrito a la Zona Comercial 03 de la Comisión 

Estatal de Servicios Públicos de Mexicali  a que emita una 

resolución en la que deje insubsistente el acto declarado 

nulo y deje s in efectos los actos que, en su caso, haya 

emitido con motivo de aquel, y realice la anotación 

correspondiente en que haga constar el resultado de la 

presente sentencia en los l ibros de control y sistemas de 

cómputo correspondientes.  

 

Notifíquese a las partes mediante Boletín 

Jurisdiccional.  

 

Así lo resolvió Raúl Aldo González Ramírez, Primer Secretario 

de Acuerdos del Juzgado Primero del Tribunal Estatal de 

Justicia Administrativa de Baja California en funciones de 

Juez Titular por Ministerio de Ley en términos del art ículo 12 

de la Ley del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de 

Baja California, según designación hecha mediante 

Acuerdo de Pleno de ocho de junio de dos mil veintitrés; y 

fi rma ante la presencia de la Secretaria de Acuerdos, 

Mariela Ontiveros Ramírez, que autoriza y da fe.  
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“EL IMINADO:  Nombre,  (7)  pár rafos  con (7)  renglón(es) ,  en fo jas  1 ,  3  y  6 .  

Fundamento legal :  a r t ícu los  54,  99  de la Ley de T ransparencia,  Acceso a la 

In formación Públ ica y  Apertu ra Ins t i tucional  para e l  es tado de Ba ja Cal i fo rn ia ,  55 ,  

59  de l  Reglamento en Mater ia  de T ransparencia,  Acceso a la  In formación Públ ica y 

P rotección de Datos  Personales  de l  T r ibunal  Es tata l  de Just ic ia  Admin i st rat iva de 

Ba ja Cal i fo rn ia .   

La  c las i f icación de la in formación como conf idencia l  se rea l i za  en vi r tud de que el  

p resente  documento cont iene datos  personales  y/o datos  personales  sens ib les ,  los 

cuales  concie rnen a una persona f í s ica ident i f icada e ident i f icable,  por  lo  que no 

puede d i fundi r se ,  publ icarse  o darse a conocer ,  s in  e l  consent imiento de su  t i tu la r ,  

de conformidad con los  pr inc ip ios  de l ic i tud,  f ina l idad,  lea l tad,  consent imiento, 

ca l idad,  proporcional idad,  in formación y  responsabi l idad en el  t ratamiento de los 

datos  personales .”   

“EL IMINADO:  Número de requer imiento,  (3)  pár rafo s  con (3)  renglón(es) ,  en fo jas  1  y 

10 .  

Fundamento legal :  a r t ícu los  54,  99  de la Ley de T ransparencia,  Acceso a la 

In formación Públ ica y  Apertu ra Ins t i tucional  para e l  es tado de Ba ja Cal i fo rn ia ,  55 ,  

59  de l  Reglamento en Mater ia  de T ransparencia,  Acceso a la  In formación Públ ica y 

P rotección de Datos  Personales  de l  T r ibunal  Es tata l  de Just ic ia  Admin i st rat iva de 

Ba ja Cal i fo rn ia .   

La  c las i f icación de la in formación como conf idencia l  se rea l i za  en vi r tud de que el  

p resente  documento cont iene datos  personales  y/o datos  personales  sens ib les ,  los 

cuales  concie rnen a una persona f í s ica ident i f icada e ident i f icable,  por  lo  que no 

puede d i fundi r se ,  publ icarse  o darse a conocer ,  s in  e l  consent imiento de su  t i tu la r ,  

de conformidad con los  pr inc ip ios  de l ic i tud,  f ina l idad,  lea l tad,  consent imiento, 

ca l idad,  proporcional idad,  in formación y  responsabi l idad en el  t ratamiento de los 

datos  personales .”   

“EL IMINADO:  Cant idad (1)  pár rafo con (1)  renglón(es) ,  en fo ja  6 .  

Fundamento legal :  a r t ícu los  54,  99  de la Ley de T ransparencia,  Acceso a la 

In formación Públ ica y  Apertu ra Ins t i tucional  para e l  es tado de Ba ja Cal i fo rn ia ,  55 ,  

59  de l  Reglamento en Mater ia  de T ransparencia,  Acceso a la  In formación Públ ica y 

P rotección de Datos  Personales  de l  T r ibunal  Es tata l  de Just ic ia  Admin i st rat iva de 

Ba ja Cal i fo rn ia .   

La  c las i f icación de la in formación como conf idencia l  se rea l i za  en vi r tud de que el  

p resente  documento cont iene datos  personales  y/o datos  personales  sens ib les ,  los 

cuales  concie rnen a una persona f í s ica ident i f icada e ident i f icable,  por  lo  que no 

puede d i fundi r se ,  publ icarse  o darse a conocer ,  s in  e l  consent imiento de su  t i tu la r ,  

de conformidad con los  pr inc ip ios  de l ic i tud,  f ina l idad,  lea l tad,  consent imiento, 

ca l idad,  proporcional idad,  in formación y  responsabi l idad en el  t ratamiento de los 

datos  personales .”   




